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N° 09-2014

Sesión solemne de Corte Plena celebrada en el Auditorio Judicial, Miguel Blanco Quirós, a las catorce horas del siete de marzo de dos mil catorce, con motivo de la Inauguración del Año Judicial 2014, con asistencia de la Magistrada Villanueva, Presidenta; de las Magistradas y los Magistrados Rivas, Solís, Escoto, Aguirre, Vega, Camacho, Ramírez, Arroyo, Pereira, Chinchilla, Armijo, Castillo, Hernández, Salazar;  los y las Suplentes Lupita Chaves Cervantes, Damaris Vargas Vásquez, Iris Rocío Rojas Morales, Enrique Ulate Chacón y José Paulino Hernández Gutiérrez; la primera, el cuarto y el último sustituyendo –por su orden- a los Magistrados González, Cruz y Rueda por vacaciones; la segunda ocupando la plaza vacante de la Sala Primera y la tercera en lugar de la Magistrada Varela, a quien se le concedió permiso con goce de salario para otras actividades del cargo. 
ARTÍCULO I
Documento 2483-2014



Esta sesión se convocó conforme a lo dispuesto por el párrafo 7º del artículo 58 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, a efecto de inaugurar el Año Judicial 2014.

Además de las señoras Magistradas y de los señores Magistrados mencionados al inicio de esta sesión, asistieron como invitados especiales, las siguientes personas:


Máster Laura Chinchilla Miranda, Presidenta de la República.

Licenciado Luis Fernando Mendoza Jiménez, Presidente de la Asamblea Legislativa.

Doctor Luis Antonio Sobrado González, Presidente del Tribunal Supremo de Elecciones. 

Señoras y señores Diputados de la Asamblea Legislativa.

Señoras y señores Magistrados Suplentes de la Corte Suprema de Justicia.

Señoras y señores Magistrados Suplentes del Tribunal Supremo de Elecciones.

Señores exMagistrados de la Corte Suprema de Justicia.

Señor Ministro de la Presidencia.

Señora Ministra de Justicia y Paz.

Señoras y señores Ministros de Estado.

Señoras y señores Miembros del Cuerpo Diplomático.

Señoras y señores integrantes del Consejo Superior del Poder Judicial.

Señoras y señores Representantes de Misiones Internacionales.

Funcionarias, Funcionarios y servidores judiciales.

Otros invitados especiales.

ARTÍCULO II

Documento 2484-2014

En sesión N° 03-2014 celebrada el 27 de enero del año en curso, artículo XXII, se aprobó la recomendación que al efecto formuló el Tribunal de Reconocimientos, y se dispuso conceder el premio "Fernando Coto Albán" al doctor Manuel Rojas Salas, Juez de Juicio del Tribunal Penal de San José. El premio “Ulises Odio Santos” al doctor Gustavo Chan Mora, Juez del Tribunal de Apelación de Sentencia de Cartago. El “Reconocimiento al Buen o a la Buena Profesional” al licenciado Carlos Alberto Montero Zúñiga, Profesional de la Oficina de Control Interno del Consejo Superior. El “Reconocimiento “Miguel Blanco Quirós” Al Buen Servidor/a o ex Servidor/a Judicial” al señor Frank Alvarado Céspedes, Encargado de Medios Audiovisuales de la Sección de Telemática de la Dirección de Tecnología de la Información. 
Para que haga entrega formal de los premios, se concede el uso de la palabra al Magistrado Aguirre, en su condición de Presidente del Tribunal de Reconocimientos, quien al efecto expresa:

“El  amanecer de cada día, es siempre un momento propicio para agradecerle a Dios el don de la vida y todas las bendiciones que la han acompañado. Entre ellas, el tener un trabajo que nos permita llevar sustento a nuestras familias, realizarnos como personas y contribuir para el crecimiento de la sociedad de la cual formamos parte.

Prestar servicios en el Poder Judicial constituye una importante oportunidad de realización personal y profesional, pero, sobre todo, de contribuir en el fortalecimiento de la democracia de un país caracterizado y reconocido por su sujeción a la ley, por su arraigada vocación de paz, así como por enarbolar los valores del respeto, la justicia, la tolerancia y la transparencia, por citar algunos.

Este último –la transparencia-  lleva intrínseca la obligación de las personas servidoras públicas de rendir cuentas por lo que se hace y de cómo se hace.  Por ello, estamos hoy acá, en procura del cumplimiento de ese deber, con el consecuente fortalecimiento de nuestro compromiso de apegarnos de la mejor manera posible al mandato que se nos ha dado.

La institución ha venido preocupándose constantemente por la mejora continua de los servicios que presta, a través de programas de modernización que incluyen mejoras tecnológicas, mejores métodos de gestión, debiendo destacarse el proyecto GICA (Gestión Integral de la Calidad), a través del cual se busca la aplicación de nuevos diseños de los despachos judiciales, la acreditación, y a través de la participación del servidor, de la creación de una nueva cultura en pro de la vocación del servicio para el beneficio de los usuarios; y más recientemente el establecimiento de una evaluación del desempeño de nuestros servidores, en busca de la eficacia y eficiencia de esos servicios. 

Pero, ninguno de esos objetivos institucionales,  –de singular importancia sin duda-,  podrían ser alcanzados  –como lo he enfatizado en intervenciones anteriores- si no tenemos servidoras y servidores públicos comprometidos, convencidos de que se cumple una tarea de gran valía.

Nuestros servidores merecen, por ello, el reconocimiento público a través de galardones que así lo acrediten ante la sociedad. Año con año así lo hemos venido haciendo, seleccionando a compañeros y compañeras que se han distinguido por su quehacer en beneficio del Poder Judicial y, por lo consiguiente, de nuestra patria. Muchos, sin duda, merecerían el reconocimiento. Quienes han sido escogidos, representan a esa multitud de compañeros y compañeras valiosas y a través de ellos va también para todo el conglomerado judicial el reconocimiento de que están haciendo las cosas bien. 

Así las cosas y concientes de la importancia del rol de nuestros servidores y servidoras, en mi calidad de Presidente del Tribunal de Reconocimientos del Poder Judicial, con beneplácito anuncio los reconocimientos otorgados por la Corte Plena para este año, correspondientes a los siguientes premios: “Fernando Coto Albán”,  “Ulises Odio Santos”, al “Buen o a la Buena Profesional” y  “Miguel Blanco Quirós”.  

A quienes hoy se les llamará para recibir dichos galardones, no sólo han cumplido con sus deberes, sino, han ido más allá, convirtiéndose en verdaderos referentes y ejemplo de lo que debe ser una persona servidora pública. Es decir, han convertido lo ordinario de su vida laboral en algo extraordinario, que los ilumina y trasciende, lo que nos permite tener presente hoy aquella enseñanza, según la cual, existen extraordinarias posibilidades en cada persona común, en cualquiera de los que estamos aquí presentes, bastando sólo la buena voluntad y el entusiasmo de aprovecharlas para ponerlas al servicio de los demás.

Con esta reflexión procedo a presentar cada uno de los referidos galardones.

Premio “Fernando Coto Albán” (Al Buen Juez).  Se otorga a quien administra justicia o la haya administrado destacándose por su mística, honradez, transparencia y dedicación al trabajo y que sus cualidades y logros profesionales hayan contribuido a enaltecer la labor del juez o jueza  en la sociedad costarricense. De ese reconocimiento se hace acreedor el doctor Manuel Rojas Salas.  

Don Manuel ha trabajado en esta institución por más de 28 años. Ocupó distintos puestos, a saber: asistente de abogacía, escribiente, alcalde, agente fiscal, fiscal de juicio, fiscal adjunto de Delitos Económicos, juez de instrucción, juez penal, juez de casación penal. Hoy funge como  integrante del Tribunal de Juicio de San José

Cuenta con una especialidad en Ciencias Penales de la Universidad de Costa Rica y con un doctorado de la Universidad Alcalá, Comunidad de Madrid, España.

Quienes han tenido la oportunidad de compartir con él, dan cuenta de que es un juez con gran mística, honrado, transparente y dedicado a sus labores; aparte de su espíritu crítico, estudioso y preocupado por resolver de la mejor forma los asuntos sometidos a su conocimiento.

También se le considera una persona enérgica, pero no por ello prepotente o arbitraria; con gran capacidad para escuchar y con un alto sentido de justicia; destacándose por el trato a la persona usuaria, siempre con respeto hacia la dignidad humana y sin distingos de ninguna naturaleza.  

Cabe resaltar que su experiencia y conocimientos no los ha guardado para sí, pues, los ha puesto ha disposición de los demás, incluso mediante una importante cantidad de publicaciones.

Premio “Ulises Odio Santos”.  Se otorga al autor o a la autora  que hubiese publicado un trabajo, artículo o escrito en general de utilidad y trascendencia para el Poder Judicial. Con ese premio se ha acordado reconocer al doctor Gustavo Chan Mora, quien se ha desempeñado en distintos puestos y en diversas zonas del país.  Así, prestó servicios como defensor público, letrado de la Sala Tercera y actualmente es integrante del Tribunal de Apelación de Santa Cruz de Guanacaste.

El señor Chan cuenta con una maestría en Ciencias Penales de la Universidad de Costa Rica; estudios en Criminalística de la Universidad Estatal a Distancia; doctor en Derecho, con énfasis en Sociología Jurídica y Derecho Penal, de la Johann Wolfgang Goethe Universitat, Francfort del Meno, República Federal Alemana; y tiene una especialización “Curso de Alta Formación en Justicia Constitucional y Tutela Judicial de los Derechos Fundamentales”, de la Universidad de Pisa, Italia. 

Don Gustavo ha brindado un importante aporte en la docencia en la Universidad de Costa Rica y en la Universidad Nacional.  Ha sido profesor invitado de la Universidad Libre de Colombia. También fue profesor de las Escuelas Judiciales de El Salvador y Nicaragua; capacitador en el Congreso para Jueces, Fiscales y Defensores en la Alcaldía de Medellín y en la Defensa Pública de Nicaragua y profesor en la Cátedra Alessandro Baratta.  Asimismo ha fungido como docente de la Escuela Judicial de Costa Rica, impartiendo distintos cursos.

Él es autor de una considerable cantidad de libros y de artículos de revistas; así como partícipe de obras colectivas. La obra por la cual fue postulado “El error de prohibición culturalmente condicionado” ha sido considerada  un importante aporte en materia de Derecho Penal sustantivo.

En el año 2003, fue galardonado con una Mención Honorífica concedida por la UNICEF por el libro “Violación de Derechos Fundamentales y Criminalización Secundaria en el Sistema de Justicia Penal Juvenil”, en reconocimiento al aporte teórico realizado en defensa de los derechos de los niños y jóvenes en conflicto con el sistema penal.  También formó parte del colectivo al cual se le entregó el Premio de la Cátedra UNICEF a la Unidad Penal Juvenil de la Defensa Pública de Costa Rica, en reconocimiento por las acciones desarrolladas en la defensa de los derechos de los niños y jóvenes en conflicto con el sistema penal. 
Premio “Al Buen Profesional”.  Destinado a la persona que por su quehacer profesional, haya influido o influya en el ámbito jurídico nacional. Con este premio se ha reconocido la labor del licenciado Carlos Alberto Montero Zúñiga, quien ha trabajado por más de 25 años en esta institución.
Don Carlos Alberto cuenta con una Licenciatura en Economía con énfasis en Comercio Internacional, una Licenciatura en Administración con énfasis en Contabilidad, una Maestría en Administración y Derecho Empresarial, aparte de dos especialidades, una en Administración Tributaria y otra en Mercado de Valores.  Actualmente ocupa un puesto profesional en la Oficina de Control Interno del Consejo Superior. También  ha laborado como perito judicial, como auditor investigador y auditor supervisor.

Se ha destacado por la calidad de sus informes, con rendimiento excelente superando el promedio. Fue reconocido por el Organismo de Investigación Judicial como Auditor del Año.

  En la Oficina de Control Interno ha sido el responsable del Programa de Investigación y Formación en Control Interno, con tres modalidades de capacitación: Curso Presencial, Curso virtual y Curso Móvil.

En razón de su cargo ha visitado distintos despachos judiciales del país incidiendo con sus recomendaciones en la mejora de la administración de éstos, lo que ha evidenciado su evidente preocupación por el tema.  Colaboró en la gestación del entonces proyecto de Gestión Integral de Calidad, hoy una grata realidad.

       En forma permanente ha participado ampliamente en organizaciones sociales y laborales del Poder Judicial y consecuentemente integrado distintas comisiones a nivel institucional, a saber: Comisión de Relaciones laborales, Comisión de Presupuesto, Comisión de Evaluación de Desempeño, Comisión de Incapacidades, Comisión Corte-Organizaciones, Comisión de Construcciones, Comisión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
El señor Montero Zúñiga también ha ejercido funciones de asesoría del Consejo Superior en materia económica y de organización y administración de despachos judiciales.    

Premio “Miguel Blanco Quirós” (Al Buen servidor)”. Está destinado al empleado (a) o ex empleado (a) que en el desempeño de sus labores se haya destacado por su honradez, mística, transparencia, excelencia y dedicación al trabajo, enalteciendo con ello al Poder Judicial.  Con ese premio, en este año 2014 se ha querido reconocer el trabajo del señor Frank Alvarado Céspedes, encargado de Medios Audiovisuales de la Sección de Telemática y que trabaja en el Poder Judicial desde el año 1990.

Para quienes se han relacionado con las labores de don Frank, ha sido palpable su deseo de mejorar la imagen de este poder de la República, procurando facilitar las labores de sus compañeros y de sus compañeras, sin sujeción horaria, con un espíritu entusiasta de servicio y celoso en el cuido de los bienes institucionales a su cargo.

Ha prestado servicios como docente en la Escuela Judicial de Costa Rica y de El Salvador.

Aparte de ello, el señor Alvarado Céspedes se ha destacado por su deseo de innovación en materia de comunicaciones por medios audiovisuales.  Por ejemplo, ha aportado sus conocimientos en el desarrollo e implementación de los sistemas de videoconferencias, actualmente utilizados en juicios, audiencias en salas de Gessell, cursos, audiencias públicas y video conferencias internacionales, minimizando los riesgos de cada proceso. Desde esa perspectiva ha colaborado en la capacitación de personal en zonas alejadas sin que tengan que desplazarse, con el consecuente ahorro de tiempo y dinero. 

Gracias compañeros por reafirmar los valores que cimientan la institución y en general la Costa Rica de la cual nos sentimos orgullosos.  Gracias a sus familias por haber enriquecido sus vidas.

Termino con una reflexión del pensador norteamericano HENRY WARD BEECHER: “Debiéramos vivir y trabajar de tal modo que lo que recibimos como semilla, podamos entregarlo a la próxima generación como flor, y lo que nos llegó ya florecido, como fruto.  En eso consiste el progreso”.

Tengámoslo siempre  presente. ¡Este es el camino a seguir! 

Muchas gracias.”
- 0 -
Acto seguido se hizo entrega de los premios mencionados.
ARTÍCULO III

Documento 2485-2014 


El Magistrado Vega, en carácter de Coordinador de la Comisión de Gestión Integral de la Calidad de la Justicia del Poder Judicial (GICA) y el Magistrado Rivas, hacen entrega de los reconocimientos a los despachos y oficinas judiciales que han desarrollado con éxito su Sistema de Gestión de Calidad.
Los despachos y oficinas que reciben el reconocimiento se detallan a continuación:
Reacreditaciones

- Sala Segunda, Corte Suprema de Justicia, Segunda Reacreditación

- Juzgado de Trabajo de Heredia Primera Reacreditación

- Juzgado de Seguridad Social Primera Reacreditación

Acreditaciones

- Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de Alajuela

- Juzgado de Violencia Doméstica de Cartago

- Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica

Reconocimientos a Oficinas Administrativas

Culminación exitosa de Planes Piloto en oficinas administrativas.
- Contraloría de Servicios de San José

- Administración Regional del Primer Circuito Judicial de Alajuela

Otros Reconocimientos- Verificación Interna Exitosa

Culminación exitosa del proceso de Desarrollo del Sistema de Gestión de Calidad en su fase de Verificación Interna de Calidad.
-   Juzgado Familia, Violencia Doméstica y Penal Juvenil del Primer Circuito Judicial de Guanacaste, Liberia.
· Juzgado Civil y Laboral del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, Nicoya.
Finalmente se hace una mención de agradecimiento a las Comisiones Redactoras de las Normas GICA JUSTICIA de la Defensa Pública y del Organismo Investigación Judicial, documentos que serán implementados como planes piloto con el fin de acreditar próximamente dos oficinas de la Defensa Pública y dos oficinas del Organismo de Investigación Judicial. 
ARTÍCULO IV

Documento 2486-2014
La Presidenta, Magistrada Villanueva, procede a rendir el siguiente informe anual de labores, correspondiente a la administración de justicia durante el año 2013:

“Me presento ante ustedes el día de hoy, con satisfacción, para realizar uno de los actos que, como funcionaria pública,  considero de mayor trascendencia en un Estado democrático de derecho: informar a la ciudadanía de la labor realizada por el Poder Judicial durante el año 2013.

Con esta acción, reconocemos que la soberanía reside en el pueblo, a quien debemos rendir cuentas e informar de los aciertos y desaciertos,  entendiendo que la transparencia es un valor democrático que procura la construcción de una relación honesta, franca y de confianza, entre la sociedad y quienes ejercemos un cargo público.

Como presidenta del Poder Judicial costarricense, tengo la convicción de que en esta forma, fomentamos la participación ciudadana y fortalecemos la democracia.

En esta apertura del Año Judicial 2014, cumplimos el mandato constitucional del artículo 11 y del numeral 58 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual nos obliga a entregar cuentas de lo que hacemos. También lo realizamos diariamente, a través de la página Web institucional,  el blog de la Presidencia, los boletines informativos y el Canal Judicial. 

Con esos mecanismos facilitamos el acceso a la información de los acuerdos de la Corte Plena, del Consejo Superior, de las comisiones, los informes estadísticos, el presupuesto de la institución y  el uso  de los recursos.  Sobre estos últimos, pretendo implementar mejoras  para que, en el presupuesto institucional, se utilice un lenguaje que permita su fácil comprensión y fiscalización. También destaco la implementación, por parte de la Presidencia,  de la aplicación móvil como instrumento  que facilita la información y el acceso a la Administración de Justicia.

El día de hoy, nuestra institución  celebra  la excelencia de quienes, a través de la constancia y del esfuerzo diario, realizan un aporte para mejorar la administración de justicia.

En este año se reconoce ese esfuerzo  a don Manuel Rojas Salas, a don Gustavo Chan Mora, a don Carlos Montero Zúñiga y a don Frank Alvarado Céspedes, todos personas valiosas para la organización judicial  en sus respectivas áreas de trabajo. Mis más sinceras felicitaciones y mi agradecimiento a ellos y a sus familias.

También,  extiendo mi reconocimiento, a las personas que integran los despachos que han recibido su certificado de acreditación o reacreditación en el programa de Gestión Integral de la Calidad en la Justicia; y al equipo técnico que acompaña estos procesos en cada despacho.  Se les reconoce el esfuerzo y los logros alcanzados en pro de mejorar la prestación del servicio público. 

El Poder Judicial costarricense no escapa de la realidad social y económica que vive el país, caracterizada por el cambio constante y la dinámica de conflictos sociales que normalmente terminan judicializándose.  Esto genera una mayor demanda de los servicios brindados en todas las áreas: en lo jurisdiccional, en el Ministerio Público, la Defensa Pública y el Organismo de  Investigación Judicial.

Durante el año 2013, se reclamó la intervención judicial en aproximadamente 620.000 procesos[1]. Las áreas en las que el ingreso de asuntos aumentó, respecto al año anterior, fueron los juzgados de cobros, de familia, de pensiones alimentarias y de violencia doméstica[2]. 

 La disminución más significativa en el  ingreso de asuntos la encontramos en materia penal producto, fundamentalmente, del cambio en las políticas de persecución del  Ministerio Público.

El año pasado, se contabilizó un total de 564.000 asuntos terminados. 

La cifra representa un 5% más de los casos finalizados  en primera instancia en el año 2012, lo que evidencia una mejora en la resolución de los casos. 

Sin embargo, continuamos arrastrando un rezago de asuntos que se incrementan año con año, y nos lleva a un aumento general del circulante. 

La cantidad de casos entrados está por encima de los asuntos que se terminan.

A las razones de índole económica y social, se agregan la promulgación de un amplio marco de derechos en todos los ámbitos y una política sostenida, por parte del Poder Judicial costarricense, de hacer la justicia accesible a todos los sectores de la población.

Esta corriente no ha sido acorde con la capacidad institucional de atender la demanda de servicios, en forma efectiva. El impacto es sensible en la jurisdicción penal, la cual consume más de la mitad del presupuesto institucional, en violencia doméstica y en familia. 

Por otra parte, los préstamos con el Banco Interamericano de Desarrollo que se utilizaron en el proceso de modernización en los últimos años finalizaron con su debida evaluación, y esto implica que deberán enfrentarse las situaciones sin esos recursos adicionales.

NUESTRA VISIÓN DE LA JUSTICIA

UNA JUSTICIA DEMOCRÁTICA E INNOVADORA.

El Poder Judicial costarricense ha trabajado por hacer efectivo el derecho fundamental de acceso a la justicia, promoviendo  las medidas y las facilidades que les permitan a todas las personas, considerando su ubicación dentro de la sociedad, los mecanismos para que encuentren una respuesta al reclamo de sus derechos, acudiendo a la Administración de Justicia. 

En una concepción que implica un cambio de paradigma,  y teniendo como centro a la persona, se ha promovido que el aparato judicial visibilice las desigualdades presentes en nuestra sociedad y que vincule todas las acciones con el efecto que producen en las personas, según sus condiciones particulares.  

Para ello contamos con el trabajo comprometido y tesonero de la Comisión de Acceso a la Justicia, las subcomisiones que la integran, así como la Comisión de Ética y Valores que, en conjunto, son una red que vigila el respeto y el cumplimiento de las políticas institucionales en acceso a la justicia.

Esta concepción se ha fortalecido con la institucionalización de mecanismos para introducir y medir, paulatinamente, la calidad en todos los servicios judiciales. 

EL PROGRAMA DE PERSONAS FACILITADORAS JUDICIALES.

El año 2013 se destaca por el avance en la implementación del Programa de Personas Facilitadoras Judiciales, el cual contó con la colaboración de la Organización de Estados Americanos (OEA) y de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj). 

Este Programa está concebido para áreas geográficas lejanas de los grandes centros urbanos, con el definido objetivo de acercar los servicios judiciales y la información  a las poblaciones que, tradicionalmente, por su lejanía con esos centros, se les dificulta acudir a los servicios judiciales. Se ha concebido como la manera de otorgarle mayor importancia a la justicia contravencional, generalmente relacionada con los conflictos cotidianos de la población.  

Hoy, el Programa está operando en cinco comunidades del II Circuito Judicial de Alajuela: San Carlos, Los Chiles, La Fortuna, Guatuso y Upala; y en tres comunidades del II Circuito Judicial de Limón: Siquirres, Guácimo y Pococí.

EL PROGRAMA DE JUSTICIA RESTAURATIVA.

Durante el año 2013, se fortaleció el Programa de Justicia Restaurativa orientado a compensar  a la víctima o a la sociedad, ante el acto delictivo.  Bajo este enfoque, la víctima tiene un rol fundamental y puede beneficiarse de una forma de restitución o reparación a cargo de  quien  es  responsable o autor de un delito.  

Este tipo de solución de conflictos se presenta como una alternativa para enfrentar el hacinamiento carcelario, el cual también es una preocupación para el Poder Judicial.

EL PROGRAMA DE TRATAMIENTO EN DROGAS.

El  Programa de Tratamiento en Drogas, bajo supervisión judicial, es otra alternativa al proceso penal tradicional que busca la delimitación de la responsabilidad individual, familiar y social de las personas consumidoras de drogas, de manera que la rehabilitación de las personas que delinquen bajo los efectos del consumo de drogas, se constituya en una alternativa a la prisión.

PLATAFORMA INTEGRAL DE SERVICIOS DE ATENCIÓN A LA VÍCTIMA.

Durante el año 2013, se fortaleció la Plataforma Integral de Servicios de Atención a las Víctimas, conocida por sus siglas como PISAV. 

La visión de la Plataforma consiste en brindar  a la víctima  una atención integral en un solo lugar donde están  concentrados los servicios  jurisdiccionales  y los mecanismos de protección. Uno de los pilares fundamentales del modelo PISAV es el trato humanizado,  interdisciplinario, que evite la revictimización. 

El programa desarrollado en Pavas se fortaleció con la incorporación  de un médico legal, el apoyo del INAMU con el recurso humano para asesoría jurídica y con la defensoría legal otorgada por el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica.  Se concluyó  la unificación  con el Juzgado  de Pensiones Alimentarias de Pavas, y el servicio ha sido evaluado en forma satisfactoria, tanto en lo interno como en lo externo. 

EQUIPOS DE RESPUESTA RÁPIDA PARA LA ATENCIÓN INTEGRAL DE VÍCTIMAS DE VIOLACIÓN.

Por otra parte, la  Secretaría Técnica de Género trabaja desde el año pasado en el desarrollo del proyecto piloto de Equipos de Respuesta Rápida para la Atención Integral a Víctimas de Violación.  

Este esfuerzo articula los servicios que las autoridades del Poder Judicial, de la Caja Costarricense del Seguro Social y de la Policía Administrativa brindan,  de manera que la víctima reciba una atención integral y efectiva desde su primer contacto con las instituciones.  El proyecto impacta las comunidades de Cartago, Puntarenas y Liberia.

El objetivo fundamental del proyecto es mejorar el abordaje  en la atención a las personas víctimas de delitos sexuales, lo que se logra, en este caso, con  la desconcentración de los servicios médicos,  pues las personas  no tienen que ser trasladadas hasta Medicina Legal, en San Joaquín de Flores. El personal responsable se traslada hasta donde la víctima está siendo atendida.  

Importante ha sido el esfuerzo institucional en facilitar y acercar a comunidades lejanas, los servicios de la morgue judicial.  Mediante acuerdos interinstitucionales esos servicios se prestan desde el año pasado en Liberia; y próximamente se contará con ellos, en San Carlos.

Con la finalidad de mejorar la gestión, el Poder Judicial ha implementado políticas de oralidad, cero papel y de gestión de la calidad, en las cuales intervienen distintas áreas de la institución. 

POLÍTICA CERO PAPEL.

El esfuerzo realizado en la ejecución del Programa Cero Papel,  desde el año 2010 a la fecha, permitió el ahorro de aproximadamente 196 millones de colones.  El seguimiento a la tendencia de consumo de papel, la permanente sensibilización al personal judicial, así como la implementación de tecnologías sustitutivas a la tramitación por documentos impresos son estrategias utilizadas con éxito y sin menoscabo al acceso a la justicia.

ORALIDAD Y MODERNIZACIÓN DE LA GESTIÓN JUDICIAL.

En materia de gestión de calidad destaca el liderazgo del Poder Judicial al asumir la presidencia  de la Comisión Iberoamericana de Calidad para la Justicia  y el  Centro de Gestión de la Calidad, la Secretaría Técnica del mismo órgano; y el reconocimiento realizado en el área de la Innovación para la Gestión Pública Efectiva 2013, promovido por la Organización de Estados Americanos, en el cual se hizo una postulación del programa, en la categoría relacionada con Innovación en la Calidad de las Políticas Públicas y obtuvo un reconocimiento especial.

Producto de los procesos de acreditación llevados acabo en la institución se trabajó en la versión "dos" de la norma GICA de Organización de Despacho Judicial.   En un trabajo conjunto con el Organismo de Investigación Judicial, la Defensa Pública y  el sector administrativo del Poder Judicial, se elaboraron las normas GICA  de organización de cada uno de esos ámbitos. 

Esta pendiente  para completar el sistema integral de gestión de calidad de la Institución, la norma de organización del Ministerio Público  y de gobierno judicial, las  cuales se pretende concluir en el presente año.

Cabe destacar que el empleo de los modelos de oralidad, de modernización de la gestión y la utilización de herramientas tecnológicas se han extendido a todas las materias.   

En la implementación de estos modelos participan,  de manera sistemática y especializada, el Departamento de Planificación, Moderna Gestión,  las comisiones de cada jurisdicción y funcionarios y funcionarias comprometidos, como los del Juzgado Contravencional de Sarapiquí quienes, producto de una reorganización del trabajo, lograron mejorar la prestación del servicio para las personas usuarias y disminuir  plazos  de espera.

El rediseño del II Circuito Judicial de Alajuela es un buen ejemplo de la nueva metodología para modernizar la gestión en los despachos judiciales. 

A nivel nacional se venían introduciendo, de manera aislada, la tecnología, la oralidad y el escritorio virtual.  La  diferente  forma de tramitación entre las diversas instancias de la misma materia traía como consecuencia  dificultades que afectaban el servicio.  

Con el modelo implantado en San Carlos, la totalidad de las oficinas jurisdiccionales, auxiliares de justicia y administrativas del circuito fueron rediseñadas de forma organizada y planificada para mejorar su proceso de gestión, con un acompañamiento técnico que permitirá estandarizar los procesos.
Para replicar este modelo de intervención en otros despachos, tenemos que revaluar la capacidad tecnológica actual de la institución.

DE PENSIONES ALIMENTARIAS.

Durante el año 2013,  se continuó con la modernización de los juzgados de pensiones alimentarias. De manera consistente, se trabajó en la implantación del modelo oral-electrónico de pensiones alimentarias en el I y en el III Circuito Judicial de San José, y se inició en Limón y en Cartago, con evidentes mejoras en la duración de los procesos, en una materia tan sensible.

REESTRUCTURACIÓN DE LOS JUZGADOS DE COBRO DE SAN JOSÉ.

La materia de cobros fue otra de las áreas que fueron intervenidas para mejorar la  gestión  ante la excesiva demanda de servicios.  Se trabajó en el rediseño de los juzgados cobratorios del I y II Circuito Judicial de San José, con el objeto de introducir mejoras que serán implementadas a partir del mes de mayo de este año.

Igualmente se ha continuado dando sostenibilidad a las acciones iniciadas en el juzgado laboral del II Circuito Judicial de San José, con el objeto de mejorar la gestión de ese despacho.

EVALUACIÓN DEL DESEMPEÑO.

De manera puntual, debo referirme a las acciones realizadas para enfrentar una de las mayores deudas que la institución tiene con la sociedad costarricense: el retraso judicial.

Dentro de las acciones más importantes en este ámbito, destaco el establecimiento de las bases para un sistema de rendición de cuentas y evaluación del desempeño.

El tema de evaluar el desempeño tiene dos aspectos que es necesario puntualizar. Por una parte, es el mecanismo para crear una nueva cultura institucional que promueva la responsabilidad ante el uso de los recursos públicos frente a la sociedad y que canalice el compromiso individual, frente a la institución.  Deben medirse las acciones en su resultado, introduciendo la variable de tiempo y del costo económico de su implementación.  

Por la otra, es uno de los instrumentos para combatir la mora judicial, estableciendo indicadores nacionales en cada materia, los cuales permitan estandarizar  parámetros de resultados.    

Por impulso de la Presidencia y con la voluntad de quienes integran la Corte Plena, se concretó el arduo trabajo iniciado por la comisión institucional de evaluación del desempeño desde el año 2006.  Esta comisión está integrada por representantes de distintos ámbitos judiciales y cuenta con amplia participación de los gremios de los servidores y las servidoras. 

El esfuerzo se vio coronado con la aprobación por parte de la Corte Plena del Reglamento de Evaluación del Desempeño, el pasado 5 de febrero.  Su objetivo, es generar acciones institucionales específicas en procura de una Administración de Justicia de calidad y acorde con las políticas institucionales. Establece la obligación de los servidores y las servidoras  judiciales de someterse a un sistema periódico de evaluación del desempeño como parte de su deber de rendición de cuentas.

La normativa promulgada cubre al sector administrativo, a los órganos auxiliares: el Ministerio Público, el Organismo de Investigación Judicial, la Defensa Pública y, por supuesto, a la Judicatura. El propio reglamento estableció un año para su implementación y designó como órganos rectores del proceso al Consejo de la Judicatura y al Consejo de Personal.

Tengo la confianza de que, en lo interno de nuestra institución, generará una mayor satisfacción por el trabajo individual.

REFORMA AL RÉGIMEN DE PENSIONES Y JUBILACIONES DEL PODER  JUDICIAL.

Un tema de suma importancia que mereció la atención especial de la Corte Plena fue la aprobación de reformas a la normativa que regula el régimen de pensiones y jubilaciones del Poder Judicial.

Durante los primeros meses del 2013, la Corte Plena discutió el proyecto de ley de modificación al capítulo de la Ley Orgánica relativo al régimen de pensiones y jubilaciones.  Este proyecto recoge esfuerzos institucionales para promover las reformas que permitan la sostenibilidad y el equilibrio del régimen. 

HACIA EL LOGRO DE NUEVAS EDIFICACIONES JUDICIALES.

El mejoramiento de la infraestructura judicial es un desafío impostergable. Para el año 2014, en el presupuesto institucional, se proyectó un gasto de aproximadamente 5 mil millones de colones por alquileres para oficinas judiciales.  El déficit de espacio para el adecuado funcionamiento y ambiente laboral ronda los 74.500 metros cuadrados. Estos datos evidencian la necesidad de buscar nuevos mecanismos para la construcción de edificios judiciales.  Incluirlos en el presupuesto nacional ha sido una alternativa poco viable en los últimos años. Como institución, urge que definamos el modelo de inversión en materia de infraestructura.

Por eso, hemos hecho acopio de la experiencia acumulada en otras instituciones a las que vemos construir sus propios edificios  por medio de la figura del fideicomiso, y con este objetivo, se planteó ante la Corte Plena un proyecto de construcción a través de esa figura.  

Durante el año 2013, la Corte Plena se abocó a adoptar decisiones que se venían postergando. Me refiero a  las construcciones de Jicaral y Hatillo. Respecto a la primera, se encuentra hoy en proceso de licitación.  Con Hatillo, se cumplen requerimientos legales ante la Contraloría General de la República

IMPULSO A REFORMAS LEGALES PENDIENTES.
En la segunda mitad del año 2013, retomamos  la revisión de las propuestas de reforma  a la Ley Orgánica del Poder Judicial, a la Ley del Ministerio Público y de la Defensa Pública. Algunas de esos proyectos han estado pendientes de discusión por más de diez años. Esperamos poner en discusión de la Corte, el resultado de esa labor, en los próximos meses.

Se concluyó el proyecto de ley del Código Procesal de Familia que está en una fase final, para ser presentada a la corriente legislativa. 

Es oportuno recordar que, en la Asamblea Legislativa, se encuentran iniciativas promovidas por la institución, tendentes a modernizar los procesos judiciales. Concretamente hablamos del Código Procesal Laboral, del Procesal Civil y del Procesal Agrario. 

TECNOLOGÍA DE LA INFORMACIÓN.
La institución viene enfrentando un rezago importante en materia tecnológica.  Se han generado distintas herramientas informáticas en la gestión de los despachos. Sin embargo, es urgente mejorar la estructura con que se cuenta y garantizar la sostenibilidad  de los servicios, la seguridad de la información e impulsar un constante desarrollo y avance en este campo. Este es uno de los retos al que le estamos haciendo frente.

He señalado algunas de las áreas en las que se enfocó el trabajo institucional.  Se adjunta en el disco  que se ha distribuido el detalle de la labor desempeñada por cada una de las oficinas y las distintas comisiones judiciales.

Hemos trabajado para pasar de una justicia-poder a visualizarla como una justicia de servicio público.  El paso siguiente es considerarla como un instrumento que garantice a todo ser humano el desarrollo de una vida digna y participar efectivamente en las oportunidades de bienestar.

La justicia es un instrumento para construir una democracia inclusiva. Esta concepción es una meta que rige el gobierno que ejercemos.  Nos obliga a propiciar una organización, una estructura y un funcionamiento con esa finalidad. 

La historia no comienza cuando llegamos.  Hay un largo camino recorrido por quienes nos antecedieron e hicieron de este Poder Judicial un pilar de nuestra democracia.  Nuestra responsabilidad es garantizar una Administración de Justicia independiente que responda únicamente a la Constitución y a la ley.  Ese debe ser nuestro norte.

Permítanme presentar también esta reflexión: En estos tiempos, el destino de una institución o de un país, no es el resultado de la acción de una única persona, sea hombre o sea mujer. Tampoco es el resultado de la labor de quien dirige. Construimos el presente con el esfuerzo y el aporte de todos y de todas.  Es necesario  trascender las diferencias  y  propiciar  acuerdos, trabajando por el interés nacional e institucional. Este ha sido el propósito que motiva el accionar de la Corte Plena, y  quiero reconocer  los esfuerzos de sus integrantes para afrontar los cambios y continuar nuestro rumbo.

Reitero mi confianza en todas las personas  que forman parte de esta institución y que trabajan  por la justicia, en los diferentes puestos, en todo el país. Ellos y ellas son, realmente, quienes  sostienen  la labor institucional, 

Al iniciar formalmente el Año Judicial, les animo a seguir dando lo mejor   para esta  institución y para nuestra patria.

Que este día sea propicio para reiterar el juramento constitucional que como funcionarias y funcionarios públicos hicimos al asumir nuestra función: cumplir fielmente con la Constitución y con la ley.

Muchas gracias.”

ARTÍCULO V
Documento 2487-2014

Expresa la señora Presidenta de la República, doña Laura Chinchilla Miranda:
“La inauguración del Año Judicial nos convoca anualmente a un sano ejercicio de rendición de cuentas, que ha caracterizado a nuestra administración de justicia. Es esta una ceremonia que trasciende su aspecto protocolario para convertirse en un franco y sincero examen de conciencia que alimenta a todos los Poderes del Estado implicados, como estamos, en el mejor funcionamiento de nuestro Estado de derecho.

Esta convocatoria del Poder Judicial es la última cita que tengo como mandataria y acudo a ella con el mismo aprecio y respeto con que les he acompañado en diversos momentos de mi vida pública.

Acudo también para compartir con ustedes aquello en lo que pudimos aportar para el fortalecimiento de nuestra administración de justicia, y en lo que juntos, Poder Judicial y Poder Ejecutivo, logramos impulsar en beneficio de nuestros ciudadanos.

No podemos desconocer que nos ha correspondido gobernar y tomar decisiones en el marco de la mayor crisis que ha conocido la economía internacional en las últimas siete décadas, situación esta que ha exigido intensos esfuerzos y prudentes decisiones para preservar nuestra estabilidad macro económica, retomar nuestro propio crecimiento económico, y del empleo y garantizar la sostenibilidad financiera de programas e instituciones públicas vitales para preservar la protección de los sectores más vulnerables de la población.

Una de esas ramas del Estado cuyo normal funcionamiento procuramos preservar fue la administración de justicia; nuestro gobierno no se limitó a cumplir, con la obligación constitucional de asignar al Poder Judicial lo que le corresponde, de acuerdo a la Constitución Política, sino que la sobrepasamos ampliamente. 

La rama judicial recibió en el año 2009 una asignación del 8.8% de nuestros ingresos corrientes y cada año de mi administración recibió un incremento presupuestario adicional. Es así como el presupuesto del Poder Judicial del año 2014 llega a ser más de un 12% superior al año anterior, muy por encima de la inflación nacional e inclusive tres veces más grande que el crecimiento del Producto Interno Bruto (PIB), y que el incremento de los ingresos fiscales del país.

Comprendimos la necesidad perentoria de un adecuado financiamiento al Poder Judicial, para poder poner las tecnologías de la información y la comunicación al servicio de las y los usuarios del sistema de justicia, para ampliar el alcance de sus servicios y para mejorar la oportuna respuesta a la demanda de justicia por parte de los ciudadanos.

Gracias también a la sana coordinación de acciones con el Poder Judicial, y a múltiples sentencias apegadas a los criterios de nuestro Estado de derecho, conseguimos preservar la seguridad jurídica que nos permitió alcanzar los mayores flujos de inversión hacia nuestro país y generar más oportunidades de empleo y emprendimientos en beneficio de los ciudadanos. 

Una de esas áreas, en donde deseo acentuar esta tarde los logros alcanzados, es en la consolidación, extensión territorial y maduración de los juzgados de flagrancia que hoy contabilizan nueve en todo el país. Estos tribunales conocen ya cerca de 2600 casos por año y reportan una tasa de condenatorias de más del 80%.

He querido enfatizar este aspecto porque, sin duda alguna, el desempeño de estos tribunales y la excelente coordinación que hemos logrado entre policías, fiscales, y jueces de flagrancia explican a la par de los programas de prevención desplegados en escuelas, colegios y comunidades, la sensible baja en los delitos que más preocupaban a los costarricenses hace tan solo cuatro años.

Debo reconocer igualmente los méritos de una Fiscalía General y de una Policía Judicial claramente comprometidas con la misión de mejorar la seguridad de nuestros ciudadanos. Cuando comenzó nuestro mandato, la mitad de nuestra población señalaba que el principal problema que les aquejaba era la inseguridad ciudadana, esta era la primera preocupación de las y los costarricenses, y por eso mismo también fue mi primera prioridad de gobierno.

Gracias a los esfuerzos que hemos desplegado desde los tres Poderes del Estado, tengo que señalar porque el Poder Legislativo nos aprobó importantes leyes, a lo largo de estos años hemos logrado disminuir la comisión de los delitos más graves, hoy Costa Rica vuelve a ostentar una tasa de homicidio de un solo dígito cercana al ocho por cien mil habitantes, y escuchen ustedes, el mejor homenaje a nuestras mujeres, el ante sala del día internacional de la mujer, hemos logrado disminuir los femicidios de manera significativa los cuales pasaron de 37 en el año 2010 a solamente 10 en el año 2013.

Hoy también a diferencia del inicio de nuestra administración menos del 20% de los costarricenses se sienten inseguros. 

Los esfuerzos en este campo los hemos extendido al ámbito del crimen organizado en donde se repite la historia de un excelente desempeño de nuestras respectivas instituciones y de una inmejorable coordinación. 

Costa Rica está a la cabeza en el área Centroamericana y regional en la desarticulación de estructuras dedicadas a la venta, comercio y tráfico de estupefacientes. Debo advertir, sin embargo, que seguimos desde el Poder Ejecutivo empeñados en impulsar la aprobación legislativa de importantes, aunque reconozco, controversiales herramientas, que permitan una lucha más eficaz en contra de la criminalidad organizada, me refiero a las dos reformas constitucionales relativas a la extradición de nacionales ligados al crimen organizado, y a la regulación de la intervención de las comunicaciones para garantizar más fluidez en las mismas, así como a la reforma legal para incorporar la figura de la extinción de dominio en nuestra legislación. 

Estos cambios nos permitirán prevenir, investigar, regular y perseguir de forma efectiva el narcotráfico y el crimen organizado, sin lugar a dudas, la mayor de las amenazas que pesan sobre nuestra integridad institucional.

La eficacia observada en la respuesta policial y penal ha tenido como contrapartida un fuerte incremento de las condenas que inciden sobre nuestra infraestructura carcelaria. En absoluto nos ha resultado indiferente la dura situación de nuestras cárceles que alcanzan una sobrepoblación superior al 38%, convirtiéndolas en entornos inadecuados y hasta contra producentes, no solo para el respeto de los derechos humanos, sino también para la reinserción social de los privados de libertad.

Mi administración ha comprometido y ha procurado enfrentar estos desafíos en el marco de las inmersas restricciones fiscales. 

Entre el año 2010 y 2014 hemos habilitado más de 2500 nuevos espacios carcelarios distribuidos en 49 módulos. Actualmente casi un 50% de la población carcelaria total se encuentra estudiando en algunos de los niveles educativos disponibles desde la alfabetización hasta la educación universitaria, además cerca de un 70% de la población carcelaria desempeñan un trabajo u oficio mientras cumplen su condena.

Finalmente hemos invertido en mejora de la infraestructura básica de servicios de atención, el ejemplo más significativo de estas inversiones es la recientemente construida clínica de la Reforma, que ofrece servicios médicos, de consulta externa, emergencias, odontología, para las personas recluidas en ese gran complejo que es la Reforma.

Sin embargo, a pesar de estos datos el estado de la situación de nuestras cárceles nos muestra que nuestros esfuerzos han sido insuficientes, por eso debo notar, que pese a dichos esfuerzos, queda abierta una ambiciosa agenda que esperamos permita encontrar una solución a la sobrepoblación carcelaria y al tema de la ejecución de la pena; quiero destacar acá, la actitud de apertura, de colaboración, de mutua comprensión que hemos encontrado entre todos los actores, que de una u otra manera, inciden en los temas de ejecución de la pena; Ministerio de Justicia, jueces de ejecución penal, Sala Penal, y muchos otros actores judiciales y no judiciales más.

El proyecto de Ley de Servicio Penitenciario Nacional y de Acceso a la Justicia para la Ejecución de la Pena contempla muchas de las respuestas que permitirán un mejor uso de los recursos y la modernización de nuestro sistema de ejecución de la pena.

Señoras y señores, permítanme que me refiera a un tema de fondo que vincula la vida de los tres Poderes del Estado; desde el primer saludo que ofrecí al Poder Judicial, aquí mismo a inicios del año 2011, destaqué las señales de alarma que nos alertaban sobre problemas funcionales que afectaban la buena gobernanza del país y la relaciones entre los Poderes del Estado, y me comprometí a abordar de manera profunda, sistemática, las reformas que demandan el marco político institucional del Estado costarricense, para ello nombramos una comisión de notables que nos brindó diagnósticos y propuestas que en buena parte acogimos y transformamos en importantes proyectos de ley, si bien, será difícil que antes de dejar el gobierno veamos la plena cosecha de esos surcos que plantamos, será esa una agenda que quedará avanzada como capítulo decisivo para el futuro de la institucionalidad y de la gobernabilidad de nuestro país.

Asimismo, confiamos que otra importante legislación, que frente a las complejas circunstancias del trámite legislativo no ha podido avanzar, como son las reformas a la Ley de la Jurisdicción Constitucional y a los Códigos Procesales, Laboral y Civil, también logren su concreción.

Para concluir, no me queda más que reiterarles a ustedes, representantes de nuestro Poder Judicial, mi más profundo agradecimiento por estos años de mutua cooperación y de entendimiento. También deseo expresarles mi confianza en el futuro de estas relaciones y en el futuro de toda Costa Rica.

Los vientos huracanados y los negros nubarrones, que recorrieron la economía internacional, se alejan para dar paso a un nuevo período de estabilidad y de crecimiento. Gracias a los sólidos fundamentos de nuestra nación y a la prudente y responsable gestión de quienes estuvimos al frente de los destinos del país en los tres Poderes del Estado, Costa Rica logró salir bien librada en lo económico, en lo social, y en lo político, teniendo a mano los resultados del sendero recorrido.

Predomina en mí la confianza en nuestra capacidad republicana para enfrentar con éxito los más complejos desafíos de las nuevas jornadas que pronto comenzarán. Tengo la firme esperanza de ver ya como ciudadana plenamente germinados los frutos de estos cuatro años de sacrificios y de esfuerzos compartidos por el bienestar de nuestro pueblo, siempre prudente y siempre generoso. Muchas gracias.”
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A las 15,45 horas finalizó la sesión.









